Biodiversidad y Derechos Humanos 
Desde las relaciones de biodiversidad con derechos humanos, Uruguay tiene una importante legislación que permite asociar esas temáticas.
La ley general de Protección de Medio Ambiente No. 17.283 del 2000 incluye muchos principios que están contemplados en los derechos humanos de las personas tales como la información ambiental y la sensibilización, educación y capacitación ambiental. 
En lo relativo con la educación ambiental, promueve que las entidades públicas fomentarán la formación de la conciencia ambiental de la comunidad a través de actividades de educación, capacitación, información y difusión tendientes a la adopción de comportamientos consistentes con la protección del ambiente y el desarrollo sostenible.
A su vez, esa misma norma incluye la biodiversidad y la bioseguridad, declarando de interés general la conservación y el uso sostenible de la diversidad biológica, como parte fundamental de la política nacional ambiental y a los efectos de la instrumentación y aplicación del Convenio sobre Diversidad Biológica (1992), aprobado por la Ley Nº 16.408, de 27 de agosto de 1993. Lo mencionado anteriormente da el contexto clave para implementar políticas de protección de la biodiversidad contemplando los derechos humanos. 
En el caso de las áreas protegidas, la Ley 17.234 del 2000 así como su Decreto Reglamentario establece distintos niveles de participación para la gestión de las áreas protegidas tal como lo establece el Convenio sobre Diversidad Biológica incluyendo instancias de consulta pública para la incorporación de las áreas al sistema, una Comisión Nacional Asesora integrada por el sector público con la sociedad civil incluyendo las agrupaciones de productores rurales, las ONGs ambientalistas, etc. 
En el nivel local también actúan las Comisiones Asesoras Específicas de cada área protegida incluyendo en las mismas los pobladores, los productores, las comunidades locales así como las autoridades locales, etc. Todo lo antedicho contribuye el reforzar las relaciones entre la gestión de la biodiversidad en áreas protegidas con los derechos humanos de las personas que allí están involucradas pues tienen participación en su gestión. 
En algunos casos como ha sido el del área protegida Rincón de Franquía ubicada en la zona de Bella Unión al norte de Uruguay la propia comunidad local por intermedio de una organización ambientalista ha llevado la iniciativa de declarar y gestionar el área protegida mencionada.
Otro punto importante es la ratificación por parte del Uruguay del Protocolo de Nagoya sobre acceso a los recursos genéticos y participación justa y equitativa en los beneficios que se deriven de su utilización al Convenio sobre la Diversidad Biológica por Ley 19.227 del 2014. Sin perjuicio de las particularidades del Protocolo, su ratificación y futura aplicación genera una mayor transparencia en los sectores que utilizan recursos genéticos y en una más fluida y constante transferencia de beneficios a los países proveedores, contribuyendo así a la conservación de la diversidad biológica, la utilización sostenible de sus componentes y a la reducción de la pobreza con las implicancias positivas que ello tiene sobre las comunidades locales así como aquellos que han generado un conocimiento tradicional sobre los distintos recursos genéticos. 
El Uruguay se ha presentado en un Proyecto Global PNUD-GEF para el Fortalecimiento de las capacidades Nacionales en la implementación de este Protocolo que seguramente estará en funcionamiento para fines de este 2016 en donde los temas de comunidades locales, protocolos comunitarios, contratos de acceso y distribución de los beneficios así como todo lo participativo tienen un peso importante en el mismo buscando reforzar los vínculos entre biodiversidad, comunidades locales, sus derechos en su máxima amplitud. 
Otro paso importante lo ha dado el Uruguay en lo relativo con la Actualización de la Estrategia Nacional de Biodiversidad con el apoyo de un Proyecto PNUD-GEF. 
La mencionada Estrategia ya ha sido enviada al Secretariado del Convenio sobre Diversidad Biológica quien la ha calificado como de excelente armonización con las Metas de Aichi del Plan Estratégico del CBD. Los temas de participación, transparencia, educación ambiental, comunidades locales, etc. han sido ampliamente contemplados en su texto. 
En el contexto anteriormente mencionado la Dirección Nacional de Medio Ambiente celebró un Convenio con la Organización Mundo Afro de la sociedad civil para incluir las visiones y aspectos de las comunidades afrodescendientes así como de las organizaciones representativas de los pueblos originarios en Uruguay dentro de las políticas de conservación de Biodiversidad incorporando este importante tema para la gestión. Como consecuencia del Convenio mencionado se celebró un taller que marcó un hito en el tema.
Otro ejemplo relacionado es el Proyecto REDD Plus financiado por el Banco Mundial en el contexto de cambio climático que tiene por objetivo aprobar una estrategia de gestión del bosque nativo, incluyendo los aspectos de degradación y restauración para armonizarlo con las políticas de cambio climático. 
Este proyecto será implementado por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente junto con el Ministerio de Agricultura, ganadería y Pesca contemplando desde su elaboración inicial los aspectos vinculados con los derechos de las comunidades locales rurales, organizaciones representantes de los pueblos originales y afrodescendientes. En su implementación será fundamental la evaluación social y ambiental estratégica que tendrá especial foco en biodiversidad y los derechos de las comunidades. 
